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L A C Á M A R A D E D I P U T A D O S 

I EL APLAZAMIENTO DE LA 

L E I Q U E AUTORIZA E L COBRO D E LAS C O N T R I B U C I O N E S 

La Honorable Cámara de Diputados ha prestado su 
aprobación al siguiente proyecto de acuerdo: 

«La Cámara de Diputados, ejercitando la facultad que 
le confiere la Constitución Política de 1(1 República i el 
artícido 72 del Reglamento, acuerda aplazar la discusión 
de la leí que autoriza el cobro de las contribuciones H A S T A 

QUE EL P R E S I D E N T E DE LA R E P Ú B L I C A NOMBRE U N M I N I S T E -

RIO QUE D É GARANTÍAS DE RESPETO A L A S INSTITUCIONES I 

QUE MEREZCA POR ELLO L A CONFIANZA D E L C O N G R E S O N A -

CIONAL». 

Este acuerdo importa la suspensión del cobro de las 
contribuciones i el principio de sérios trastornos econó-
micos, que pueden afectar a las rentas fiscales, al comer-
cio i al cambio internacional, al estado jeneral de las 
finanzas i al crédito de la República. 

Medidas de tanta trascendencia i gravedad no serian 
justificadas por el pais i ante la historia, si no reposaran 
sobre sólidos fundamentos, ya sea en la Constitución, en 
las leyes, en las exijencias universales de la opinion pú-
blica, o en los ejemplos justificados de las naciones libres. 

No se deben conmover los cimientos de una sociedad 
sin que concurran los antecedentes que lijitimarian el 
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ejercicio supremo de defensa que todo hombre libre se 
reserva para los casos estreñios de la vida política. 

Contemplada la actual situación de los poderes públi-
cos i de los partidos en presencia de la Constitución, ve-
mos que no existe causa alguna que justifique procedi-
mientos que puedan comprometer el órden i la vitalidad 
del pais, las instituciones i el crédito escepcional de que 
Chile goza en los mercados del mundo. 

Tanto en el Honorable Senado como en la Honorable 
Cámara de Diputados, se ha producido la censura antes 
de oir a los Ministros que reclamaban el derecho de es-
presar sus propósitos i su política. No se observaron con 
los representantes del Poder Ejecutivo en el Congreso 
las reglas invariables i tradicionales de nuestro pais i de 
todas las naciones en donde los Ministros concurren al 
Parlamento. 

Tampoco fueron amparados contra manifestaciones que 
amenguaban su dignidad i su incontestable derecho de 
defensa. 

De la censura previa se ha pasado al aplazamiento de 
la lei de contribuciones hasta que el Presidente de la Re-
pública nombre un Ministerio que dé garantías de respeto 
a las instituciones i que merezca por ello la confianza del 
Congreso Nacional. 

Si fuera el Congreso el que hubiera de apreciar i cali-
ficar el Ministerio que a su juicio dé garantías de respe-
to a las instituciones i que merezca su confianza, se cons-
tituiría por este hecho en único juez i soberano para de-
cidir sobre las personas que el Presidente de la República 
puede nombrar para Ministros de Estado. 

El núm. 6.° del art. 73 de la Constitución vijente con-
fiere al Presidente de la República, entre sus atribucio-
nes especiales, la de nombrar i remover a su voluntad a los 
Ministros del despacho. 

Esta libertad de elección, fundada en las atribuciones 
del Jefe del Estado, en la responsabilidad de sus actos 



hasta un año despues de terminado el período presiden-
cial, i en la responsabilidad constante i de todos los mo-
mentos de los Ministros del despacho; esta libertad, 
esclusiva por su naturaleza, quedaría positivamente anu-
lada, si el Presidente de la República hubiera de someter 
el ejercicio de sus atribuciones constitucionales al criterio 
0 a los dictados del Congreso. 

La aceptación por el Jefe del Poder Ejecutivo de 
acuerdos como el de la Honorable Cámara de Diputados, 
seria la abdicación de los derechos i de las prerrogativas 
que el pueblo soberano i la Constitución han puesto en 
sus inanos. 

El aplazamiento del cobro de las contribuciones, acor-
dado como medida compulsiva para imponer Ministerio 
al Jefe del Estado i trabar el libre ejercicio de las facul-
tades que espresa i literalmente le otorga la Carta Fun 
dauiental, i para dar al Congreso intervención privilejiada 
1 singular en actos privativos del Presidente de la Repú-
blica, entraña en el fondo i en la forma sérios peligros 
contra la independencia de los poderes públicos, contra la 
marcha regular de la administración i contra el orden 
constitucional. 

En el núm. l.° del art. 28 de la Constitución se esta-
tuye que «solo en virtud de una lei se puede imponer con-
tribuciones de cualquiera clase o naturaleza i suprimir las 
existentes». I el inciso 2.° del núm. 3.° establece que «las 
contribuciones se decretan por solo el tiempo de dieziocho 
meses». 

Es indiscutible que el Congreso i el Presidente de la 
República tienen, ya sea en la iniciativa, creación i aumen-
to, disminución o supresión de las contribuciones, completa 
libertad de acción, dentro de las facultades lejislativas que 
a cada uno de estos poderes ha otorgado espresamente 
nuestra Constitución Política. 

Mas el cobro de las contribuciones, en la historia cons-
titucional de los pueblos libres, puede estar subordinado 



a razones políticas o a causas meramente económicas o 
administrativas. 

La estructura de la Constitución i el contexto de sus 
disposiciones autorizan a creer que sus autores no imaji-
naron que el cobro de las contribuciones pudiera conver-
tirse en arma política capaz de comprometer la vida 
nacional, i que pudiera estimarse por otra faz que la eco-
nómica i la que se refiere a las necesidades efectivas del 
servicio público. 

La Constitución de 1833 reaccionó profundamente con-
tra el espíritu liberal de la Constitución de 1828. Pertur-
bada la sociedad i anarquizados los partidos políticos por 
el espíritu de revuelta i por la falta de eficacia en el Poder 
Ejecutivo, la nueva Constitución consagró la centraliza-
ción administrativa i el enérjico robustecimiento del prin-
cipio de autoridad. Se restrinjió la libertad para constituir 
el orden público, i se limitó la independencia de alguno 
de los poderes del Estado para consagrar la mayor vitali-
dad del Poder Ejecutivo. Esta es la índole i este fué el 
propósito manifiesto de la Constitución vijente. 

Tan poca importancia atribuyeron los autores de la 
Constitución a la lei que autoriza el cobro de las contri-
buciones cada dieziocho meses, que desde el 28 de octubre 
de 1834 hasta el 5 de setiembre de 1839 no se dictó lei 
alguna que autorizara su cobro. 

Contemplados los antecedentes i los hechos producidos 
en la época en que los mismos autores de la Constitncion 
le daban cumplimiento, no liai razón para atribuirles el 
propósito de dar al Congreso armas políticas que signifi-
caran el trastorno del órden social, la destrucción del prin-
cipio de autoridad i el comprometimiento del juego regular 
de las instituciones. 

La autorización del cobro de las contribuciones no ha 
podido ser contemplada por los constituyentes de 1833, 
en su aspecto político, ni como medio de imponer la vo-
luntad del Congreso al Presidente de la República. La 
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confirmación esplícita de este propósito la encontramos en 
el mecanismo de la Constitución al dividir las atribuciones 
de los poderes lejislativos en esclusivas i jeneróles. 

Las primeras, que son las especificadas en el número 
4.° del artículo 5.°, en el número 4.° del artículo 9.° i en 
los números 1.°, 3.°, 4.° i 5.° del artículo 27, corresponden 
eselusivamente al Congreso. 

En las jenerales concurren a la formacion de las leyes i 
a su aprobación, tanto el Congreso como el Presidente de 
la República. A esta clase de leyes pertenece la de con-
tribuciones, pues intervienen en su formacion i aprobación 
el Poder Ejecutivo i el Poder Lejislativo. 

Si los constituyentes de'1833 hubieran querido dar a 
la lei que autoriza el cobro de las contribuciones un ca-
rácter político i suficiente para que el Congreso impusiera 
su voluntad o los Ministros del Despacho al Jefe del Es-
tado, habrían colocado la lei que autoriza dicho cobro 
entre las atribuciones esclusivas i que solo dependen del 
Congreso, i no entre las jenerales i que requieren concurso 
del Ejecutivo. No es aceptable que pueda convertirse en 
arma del Congreso contra el Presidente de la República 
una lei para cuya formacion i aprobación tienen parte 
proporcional, i casi del todo igual, el Congreso i el Jefe 
del Estado. 

Las leyes jenerales pueden ser negadas u observadas 
por el Presidente de la República en conformidad a los 
artículos 35, 36, 37, 38 i 39 de la Constitución. Las úni-
cas que no son susceptibles de observación son las que 
proceden de las atribuciones esclusivas del Congreso. 

La Constitución supone i autoriza los desacuerdos polí-
ticos entre el Poder Lejislativo i el Poder Ejecutivo, i 
Ministerios con minoría parlamentaria. No de otra ma-
nera se esplica que el Presidente de la República pueda 
negar su aprobación, o bien observar leyes de la mayor 
gravedad i que hayan sido aprobadas por la mayoría de 
ámbas Cámaras. Si una de las Cámaras o el Congreso 



pudiera, en momentos de desacuerdo con el Poder Eje-
cutivo, frustrar el despacho de leyes de las cuales depende 
la vida o la seguridad del Estado, el Ejecutivo dejaría de 
ser uno de los poderes co-lejisladores, no podría ejercer 
sus atribuciones constitucionales, i estaría en absoluto so-
metido a la voluntad i a los designios del Congreso. No 
es posible atribuir a los autores de la Constitución ideas 
que producirían una abierta contradicción entre los artícu-
los fundamentales del mismo Código. 

I aun suponiendo que los lejisladores de ld33 hubieran 
querido dar al Congreso la facultad de aplazar o negar las 
contribuciones, es evidente que en ningún caso habrían 
autorizado el ejercicio de tan tremenda facultad por el 
hecho de que el Presidente de la República, nombrando 
o manteniendo a Ministros de su confianza, aplicara una de 
sus atribuciones mas privativas, en la forma que espresa-
mente le otorga la Carta Fundamental. 

No es presumible siquiera que los padres del réjimen 
constitucional chileno confiriesen al Congreso la libertad 
de producir trastornos gravísimos, perturbaciones finan-
cieras i el monoscabo del crédito público, tan solo porque 
uno de los poderes del Estado hiciera uso de atribuciones 
esclusivamente propias. 

Si por interpretaciones indirectas que no guardan con-
formidad con la letra ni el espíritu de la Constitución, se 
afirma i se declara que no se autorizará el cobro de las 
contribuciones hasta que el Presidente nombre Ministros 
de la confianza del Congreso, ¿qué significado tendría el 
número 6." del artículo 73, que entre las atribuciones es-
peciales del Presidente le confiere la de nombrar i remo-
ver a su voluntad a los Ministros del Despacho? 

No puede haber libertad donde liai imposición, i no 
puede ser el resultado de la libre voluntad de un manda-
tario o de un poder público, el acto que procede de una 
presión ejercitada en condiciones que no tiene precedentes 
en la historia de Chile. 



El artículo 74 de la Carta Fundamental hace responsa-
ble al Presidente de la República «por todos los actos de 
su administración en que haya comprometido gravemente 
el honor o la seguridad del Estado, o infrinjido abierta-
mente la Constitución. 

¿En qué situación do libertad o de responsabilidad se 
colocaria el Jefe del Estado, si el Congreso pudiera impo-
nerle Ministros que anularan su libertad constitucional i 
le obligaran a ejecutar actos contrarios a su criterio i que 
pudieran comprometer su responsabilidad? ¿Qué valdria 
para el Presidente el asentimiento o la absolución del 
Congreso actual, si por la Constitución está obligado, 
despues de concluido su período, a responder de sus actos 
al futuro Congreso, necesariamente distinto del que hoi 
pretende imponerle su voluntad? 

El acuerdo de la Cámara de Diputados no solo menos-
caba la libertad constitucional del Jefe del Poder Ejecu-
tivo para designar a sus Ministros, sino que tiende a 
comprometer su responsabilidad ante un Congreso por 
elejirse, i delante del cual no le serviría la escusa de haber 
aceptado imposiciones de un Congreso que habia dejado 
de existir. 

El ejemplo de los paises libres entraña saludable ense-
ñanza. En todas las naciones que viven bajo el réjimen 
representativo, como los Estados Unidos i Suiza, la Ar-
jentina, Méjico i otras, el cobro de las contribuciones tiene 
un carácter esclusivamente administrativo i, cualquiera 
que sea la situación del Jefe del Estado respecto de las 
mayorías de los Congresos, nunca se le atribuye alcance 
político. 

En los paises gobernados por el réjimen parlamentario, 
aunque se atribuya en algunos alcance político a la lei de 
contribucicfces, no se hace uso de esta arma invasora i 
ofensiva sino en los casos que justificarian la revolución 
con todas sus desastrosas consecuencias. 

Desde fines del siglo pasado nunca se han suspendido en 
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Inglaterra las contribuciones. El Ministerio de P i t t reci-
bió una serie de votos de censura, i por diversos acuerdos 
de la Cámara de los Comunes se aplazaron los subsidios. 
P i t t resistió i, despues de prolongada lucha, disolvió el 
Parlamento. El pueblo dió la razón i su voto por una 
inmensa mayoría de representantes, no al Parlamento que 
censuró i resistió el cobro de las contribuciones, sino al 
Ministerio que resistió al Parlamento. 

Nunca que sepamos se ha suspendido el cobro de las 
contribuciones en Béljica, ni en Italia, ni en Francia, ni 
en España, ni en los demás paises parlamentarios. 

En Prusia, el Parlamento negó los subsidios, desde 18G2 
a 1866, solo en la parte que se referia al aumento del 
ejército. 

Fuera de estos casos, uno del siglo pasado i otro rela-
tivo a una pequeña porcion de subsidios en el siglo actual, 
no rejistra otros la historia contemporánea. 

Este recurso de tremenda dislocación política i social, 
que no se practica en los gobiernos representativos i que 
tampoco se practica ya en los gobiernos parlamentarios, 
desde que en éstos los conflictos de poderes se resuelven 
por la disolución del Parlamento i el veredicto popular; 
este recurso que no puede invocarse sin peligro i que no 
podría practicarse sino con gravísimo daño de la Nación, 
se ha empleado por la Honorable Cámara de Diputados, 
no en defensa de la Constitución i del orden público i de 
la estabilidad de las instituciones, ni de la moralidad ad-
ministrativa, ni para precaver conmociones populares que 
pudieran conducirnos a la revolución, ni para poner dique 
a una tiranía que no existe, sino para reemplazar a un 
Ministerio de liberales por otro Ministerio de liberales, i 
para arrebatar al Presidente de la República una facultad 
privativa, atribuyéndose la Cámara de Diputados, por acto 
propio, un derecho que la Carta Fundamental confiere 
únicamente al Jefe del Poder Ejecutivo. 

La mayoría que en la Cámara de Diputados ha votado 
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el proyecto de acuerdo para el aplazamiento de las con-
tribuciones, se compone de cinco partidos liberales distin-
tos, con jefes i adhesiones diversas, i del partido conser-
vador. La unidad i la regular dirección del Gobierno seria 
imposible con todas aquellas agrupaciones. Los esfuerzos 
ya muí repetidos de las últimas administraciones para 
mantener unidas las diversas agrupaciones del partido 
liberal, han sido estériles. No podrian comprenderse nue-
vos ensayos sin alentar la anarquía i el desgobierno pú-
blico. 

El Ministerio, entretanto, sirve un programa político 
que ejecutará lealmente. Los partidos de oposicion 110 
tienen mas derecho ni mejores títulos que el actual Mi-
nisterio para ser creídos acerca de su propósito de garan-
tir el derecho electoral de todos los chilenos en las próxi-
mas elecciones. 

El Poder Ejecutivo, en presencia de los contradictorios 
intereses políticos i electorales de actualidad, i del desvio 
constitucional que significa el acuerdo de la Honorable 
Cámara de Diputados, al mismo tiempo que hará respetar 
la libertad de los ciudadanos i el derecho de los demás po-
deres públicos, mantendrá con tranquila firmeza las atri-
buciones i prerrogativas que le han otorgado el pueblo de 
donde trae su orijen i la Constitución que resguarda su 
existencia. 


